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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

La denominada violencia callejera se ha constituido en uno de los fenómenos 
más relevantes para la convivencia ciudadana a lo largo de los últimos años. Los 
medios de comunicación y los más diversos foros de reflexión y debate político y 
social han dejado constancia de la gravedad de esta nueva forma de terrorismo, dada 
su extraordinaria capacidad para alterar la paz social. Por otro lado, ese impacto 
social se ha visto acentuado por la sensación, ampliamente extendida, de la impuni­
dad con la que han venido actuando sus responsables, en quienes concurría muchas 
veces la condición de ser jóvenes en proceso de formación. 

La respuesta de las instituciones democráticas a este fenómeno ha de ser necesa­
riamente multidireccional, serena y ajustada. Sólo de este modo resultará amplia­
mente compartida, compatible con el escrupuloso respeto de las libertades públicas 
y, en definitiva, eficaz para preservar la pacífica convivencia de los ciudadanos. Con­
secuentemente, esa respuesta debe contemplar el impulso de la educación en los 
valores democráticos, el fomento de las medidas que faciliten la inserción en el tejido 
socioeconórnico y laboral de los jóvenes y la perfección de los sistemas de preven­
ción e investigación de los cuerpos de policía. Pero tampoco debe descuidarse la 
necesidad de completar y ajustar las normas reguladoras de la actuación del sistema 
punitivo. 

Las presentes medidas legislativas atienden justamente a este último aspecto. No 
debe imputárseles, por tanto, desdén u olvido de medidas de otra índole. Tampoco 
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tienen pretensión de exhaustividad en el propio plano normativo. Son, simplemente, 
el resultado de una reflexión atenta a la experiencia práctica y elaborada con la mirada 
puesta en el objetivo de lograr el más amplio consenso posible. 

II 

De este modo, los partidos políticos democráticos presentes en el Pacto de 
Madrid han alcanzado un amplio acuerdo para llevar a cabo reformas concretas del 
Código Penal y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que proporcionen a los Jueces 
y Magistrados instrumentos más claros y efectivos para defender los derechos y liber­
tades de los ciudadanos frente a las agresiones derivadas de la violencia callejera, cla­
ramente reprobables en una sociedad democrática, y a las que, sin embargo, no 
resultan aplicables las previsiones legales relativas a los delitos de terrorismo que 
contiene el nuevo Código Penal (sección segunda del capítulo V del Título XXII de 
su Libro 11). 

Estas reformas constituyen una posición común de los partidos políticos demo­
cráticos presentes en el Pacto de Madrid, con el propósito de lograr una más efectiva 
garantía de los derechos y libertades de los ciudadanos, amenazados por aquellas 
conductas de violencia e intimidación callejera. 

m 

El Código Penal vigente, aprobado por Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviem­
bre, es una obra reciente cuyos presupuestos no deben ser ahora modificados. No se 
efectúa, por ello, ninguna derogación ni cambio alguno de las soluciones normativas 
propuestas en él. El objeto de la presente reforma se limita, así, a complementar las 
regulaciones ya vigentes, haciendo más clara y efectiva la defensa de los derechos y 
libertades de los ciudadanos, en los casos en que se ven amenazados por la actuación 
de los grupos violentos o las personas de su entorno. 

De este modo, la reforma del Código Penal que se viene a introducir consta de 
las siguientes cuatro innovaciones: 

a) La incorporación, como nuevo apartado 4 del artículo 514 de un precepto 
que sancione específicamente la celebración de actos que impidan o perturben grave­
mente el desarrollo de una reunión o manifestación lícita (actos de los que son para­
digma las denominadas contra-manifestaciones). 

La necesidad de esta previsión legal parece evidente, ya que, aunque la Constitu­
ción reconoce y ampara los derechos de reunión y manifestación (cuya regulación se 
contiene en la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio), es notorio que existen aún casos 
en los que los ciudadanos no pueden reunirse ni manifestarse libremente, ya que el 
ejercicio de estos derechos cívicos se condiciona, restringe o anula, según los casos, 
por las amenazas, coacciones o actos de violencia que individuos intolerantes efec­
túan contra ellos. 

En garantía de estos derechos democráticos se ha definido este nuevo delito, que 
es una plasmación específica de las coacciones lesivas de derechos fundamentales 
sancionadas en el segundo párrafo del artículo 172 del Código Penal vigente (res­
pecto del que es tipo especial), y con el que se recupera, aunque de forma más mati­
zada y flexible, una regulación que se incorporó a nuestro Código Penal, por vez 
primera, con la Ley Orgánica 4/1980, de 21 mayo, de reforma del Código en materia 
de delitos relativos a las libertades de expresión, reunión y asociación. 
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b) La introducción, como nuevo apartado 5 del artículo 514, de un precepto 
específico que tipifique la convocatoria y la celebración de reuniones o manifestacio­
nes previamente suspendidas o prohibidas, siempre que en ellas concurran finalida­
des que coincidan con las que son propias de las bandas armadas, organizaciones o 
grupos terroristas. 

Este precepto concreta, para el caso de las reuniones y manifestaciones más peli­
grosas, el delito de desobediencia genérica del artículo 556 del Código vigente, si 
bien con las importantes precisiones que a continuación se expresan. El propósito del 
legislador es, en efecto, limitar la sanción penal, de conformidad con los principios 
de fragmentariedad y última ratio propios de este ordenamiento, a las conductas más 
graves. Por ello, se limita la sanción penal, en primer lugar, a los actos de convocato­
ria o celebración de reuniones o manifestaciones previamente suspendidas o prohibi­
das, que son aquellas en las que, según explicita la Ley Orgánica reguladora del 
derecho de reunión, «existen razones fundadas de que pueden producirse alteraciones 
del orden público, con peligro para personas o bienes». Y, en segundo lugar, el tipo se 
limita, aún dentro de éstas, a aquellas específicas reuniones o manifestaciones en las 
que concurran las finalidades propias y características de las bandas armadas, organi­
zaciones o grupos terroristas, según resulta de las expresiones con las que se delimita 
ese ánimo tendencia! típico («subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la 
paz pública»). Estas expresiones, en efecto, describen muy precisamente, tanto en el 
Código Penal de 1995 (así se emplean de manera directa en Jos artículos 571 y 577 y, 
por referencia, en los artículos 574 y 575), como en la literatura científica y la juris­
prudencia española, el ánimo tendencia! propio y característico de la delincuencia 
terrorista, ya que «subversión del orden constitucional» significa (gramaticalmente, 
pero también por interpretaciones históricas, contextuales e incluso de Derecho com­
parado) la destrucción violenta del Estado democrático y de sus instituciones, en 
tanto que «alterar gravemente la paz pública» supone una situación cualitativamente 
distinta (por su específica gravedad) de la alteración del orden público sancionada 
penalmente, de tal manera que se pongan en cuestión los propios fundamentos de la 
convivencia democrática. 

c) La ampliación del ámbito de personas protegidas frente a las amenazas terro­
ristas en el artículo 170 del Código Penal vigente, que pasa a convertirse en el apar­
tado primero de este artículo. En su texto vigente, este precepto establece una 
punición específica para las amenazas que se dirigen «a atemorizar a los habitantes 
de una población, grupo étnico o a un amplio grupo de personas», y tuvieran la gra­
vedad suficiente para ello. Se encuadran aquí, específicamente, las amenazas terroris­
tas dirigidas a colectivos. 

Se pretende con la reforma detallar los ámbitos más significativos de protección 
de este precepto, especificando que es objeto de esta tutela cualquier agrupación, 
colectivo o conjunto de personas a los que se amenace genéricamente, con la grave­
dad necesaria para conseguirlo y con indeterminación de la persona concreta en que 
pudiera actualizarse el contenido de la amenaza. 

d) La creación de un segundo apartado en el artículo 170, en el que se sanciona 
el reclamo público de acciones violentas por parte de bandas armadas, organizacio­
nes o grupos terroristas, y con el que se pretende cubrir un ámbito de impunidad 
detectado entre las amenazas (que no se aplican a las genéricas o de sujeto pasi­
vo indeterminado) y la apología (que, en la concepción del Código Penal de 1995, 
sólo se castiga como forma de provocación a un delito específico), de inexcusable 
atención. 

En efecto, una de las finalidades prioritarias de los violentos es la atemorización 
de la sociedad, para lo cual reiteran actos de desórdenes públicos, violencia callejera, 
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intimidaciones y amenazas. Frente a la gran mayoría de estos actos, el Código Penal 
otorga a la sociedad protección suficiente, lo que no puede decirse respecto de algu­
nos comportamientos genéricos de intimidación que se llevan a cabo mediante el 
anuncio o reclamo de actuación de grupos terroristas, intimidaciones que se sitúan 
técnicamente entre la amenaza y la apología, sin corresponderse estrictamente con 
ninguna de estas figuras delictivas. 

IV 

El contenido de la presente Ley incluye también dos reformas específicas de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, dirigidas a intensificar la aplicabilidad de los juicios 
rápidos en el orden penal, aunque en ámbitos ya previstos por la Ley. De este modo, 
se dispone la modificación de los apartados segundo y tercero del artículo 790.1 
de aquella Ley, para imponer trámites abreviados en casos en los que, hasta ahora, 
sólo eran facultativos. Se subraya así la decidida voluntad del legislador de agilizar 
los procesos penales, en el convencimiento de que una Justicia más rápida se ade­
cua mejor a sus fines constitucionales y atiende más cumplidamente los intereses 
sociales. 

Artículo l. 

Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 514 del Código Penal, en los siguientes 
términos: 

«4. Los que impidieren el legítimo ejercicio de las libertades de reunión o 
manifestación, o perturbaren gravemente el desarrollo de una reunión o manifesta­
ción lícita serán castigados con la pena de prisión de dos a tres años o multa de doce a 
veinticuatro meses si los hechos se realizaren con violencia, y con la pena de arresto 
de siete a veinticuatro fines de semana o multa de seis a doce meses si se cometieren 
mediante vías de hecho o cualquier otro procedimiento ilegítimo.» 

Artículo 2. 

Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 514 del Código Penal, en los siguientes 
términos: 

«5. Los promotores o directores de cualquier reunión o manifestación que con­
vocaren, celebraren o intentaren celebrar de nuevo una reunión o manifestación que 
hubiese sido previamente suspendida o prohibida, y siempre que con ello pretendie­
ran subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública, serán casti­
gados con las penas de prisión de seis meses a un año y multa de seis a doce meses, 
sin perjuicio de la pena que pudiera corresponder, en su caso, conforme a los aparta­
dos precedentes.» 

Artículo 3. 

Se modifica el artículo 170 del Código Penal, que queda redactado en los 
siguientes términos: 

«l. Si las amenazas de un mal que constituyere delito fuesen dirigidas a atemo­
rizar a los habitantes de una población, grupo étnico, cultural o religioso, o colectivo 
social o profesional, o a cualquier otro grupo de personas y tuvieran la gravedad 
necesaria para conseguirlo, se impondrán respectivamente las penas superiores en 
grado a las previstas en el artículo anterior. 
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2. Serán castigados con la pena de arresto de siete a dieciocho fines de semana 
o multa de seis a doce meses, los que, con la misma finalidad y gravedad, reclamen 
públicamente la comisión de acciones violentas por parte de bandas armadas, organi­
zaciones o grupos terroristas.» 

Artículo 4. 

Se modifica el párrafo segundo de artículo 790. l de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, que queda redactado en los siguientes términos: 

«No obstante, tan pronto como el Juez de Instrucción considere que existen ele­
mentos suficientes para formular la acusación por haberse practicado, en su caso, las 
diligencias a que se refiere el apartado 3 del artículo 789, el traslado de las actuacio­
nes al Ministerio Fiscal y partes acusadoras se efectuará de forma inmediata, incluso 
en el propio servicio de guardia del Juzgado de Instrucción.» 

Artículo 5. 

Se modifica el párrafo tercero del artículo 790. l de la Ley de Enjuiciamiento Cri­
minal, que queda redactado en los siguientes términos: 

«Efectuado el traslado a que se refiere el párrafo anterior, el Ministerio Fiscal, en 
atención a las circunstancias de flagrancia o evidencia de los hechos, alarma social 
producida, detención del imputado o aseguramiento de su puesta a disposición judi­
cial, presentará en el acto su escrito de acusación y solicitud de inmediata apertura 
del juicio oral, con simultánea citación para su celebración.» 

Disposición adicional única. 

Los artículos 4 y 5 de la presente Ley tienen carácter de Ley ordinaria. 

Disposición final única. 

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado». 

REAL DECRETO 1734/1998, DE 31 DE JULIO, POR EL QUE SE MODIFICA EL 
REGLAMENTO DE AYUDAS Y RESARCIMIENTOS A LAS VÍCTIMAS DE LOS 
DELITOS DE TERRORISMO, APROBADO POR REAL DECRETO 121111997, 

DE 18 DE JULIO 

(«BOE» núm. 215, de 8 de septiembre de 1998) 

La Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del 
Orden Social, en el capítulo ID de su Título 11, dedicado a las ayudas a los afectados 
por delitos de terrorismo, ha dado nueva redacción a determinados artículos del 
capítulo III del Título 11 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de lo cual resulta 
una ampliación de los supuestos de resarcimiento y asistencia a las víctimas del 
terrorismo, que obliga a modificar el Reglamento, dictado en desarrollo de la citada 
Ley 13/1996, aprobado por Real Decreto 121111997, de 18 de julio. 

Presentando las reformas un alcance restringido a determinadas ayudas, no resulta 
precisa la elaboración de una nueva norma, sino la modificación de los artículos del 
anterior Reglamento que hacen alusión a los conceptos de resarcimiento ahora amplia­
dos, los de daños materiales en viviendas y vehículos, y la adición de la previsión regla-
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mentarla correspondiente a las ayudas contempladas por primera vez en la Ley 66/1997: 
la contribución al pago del alojamiento provisional y las ayudas extraordinarias. 

En relación a los daños materiales, se ha extendido la cobertura de las compensa­
ciones a las víctimas por los sufridos en sus viviendas y vehículos. En cuanto a las 
primeras, se ha precisado que el criterio que ha de guiar el resarcimiento de los daños 
debe ser el de la reposición de la habitabilidad de la vivienda a una situación similar a 
la que ofrecía antes del atentado, con exclusión solamente de aquellos elementos que 
tuvieran un carácter suntuario. Así, con la nueva redacción del apartado primero del 
artículo 25 del Reglamento, que reproduce textualmente lo preceptuado en este punto 
por la Ley 66/1997, quedan dilucidados y superados los problemas planteados por la 
anterior reglamentación que limitaba la compensación a los daños sufridos en los ele­
mentos «esenciales», dando lugar a interpretaciones no fácilmente concordantes en lo 
que se entendía por esencialidad de la vivienda. 

Para completar el círculo de la protección a los damnificados en su propio hogar 
familiar se ha recogido, en un nuevo artículo 26 bis del Reglamento, la posibilidad de 
contribuir al pago de los gastos de alojamiento provisional de las víctimas, mientras 
duren las obras de reparación de su vivienda habitual, bien en forma del abono de un 
alquiler alternativo o de su hospedaje en establecimiento hotelero, ordinariamente en 
concurrencia con las Administraciones locales o autonómicas que, más próximas al 
lugar del siniestro, suelen socorrer primero estas necesidades tan inesperadas como 
urgentes. El Reglamento recoge la posibilidad de formalizar conciertos con estas 
Administraciones para acordar las condiciones de prestación de la ayuda y, en su 
defecto, el pago directo por el Ministerio del Interior, subvencionando a posteriori los 
gastos ocurridos por estos conceptos, con los límites que también se señalan. 

En cuanto a los daños en vehículos, se modifica el párrafo primero del artícu­
lo 28 del Reglamento, para acoger el resarcimiento de los sufridos por los particula­
res, antes excluidos, al quedar entonces limitada la indemnización a los que sirvieran 
de forma indispensable para el ejercicio de una profesión o una actividad mercantil o 
laboral. 

Recoge también el Reglamento, en su nuevo capítulo VII, la posibilidad de con­
ceder excepcionalmente ayudas extraordinarias para necesidades no cubiertas, o 
cubiertas de forma notoriamente insuficiente, por las ayudas ordinarias. Este 
precepto, derivado del mandato legal contenido en el artículo 48.cuatro de la Ley 
66/1997, facilita al Ministro del Interior la posibilidad de socorrer necesidades excep­
cionales o urgentes de las víctimas que no entren dentro del cuadro normal de ayudas 
y que, sin embargo, resulte humanitariamente justificado atender, dada la situación de 
precariedad personal o familiar de la víctima. La urgencia y perentoriedad de ~sta 
clase de ayudas aconsejan la simplificación del procedimiento de concesión. Este 
puede ser promovido de oficio por el órgano administrativo competente en la aten­
ción a las víctimas del terrorismo, que apreciará y valorará las condiciones que justi­
fiquen su concesión, proponiendo, en su caso, la resolución correspondiente al 
Ministro del Interior. 

Finalmente, se ha modificado el Reglamento para permitir el otorgamiento de 
anticipos de hasta 3.000.000 de pesetas, a cuenta de la percepción de las ayudas defi­
nitivas, en los casos de lesiones corporales graves que permitan presumir una poste­
rior incapacidad laboral permanente total o absoluta, o una gran invalidez de la 
víctima, posibilidad introducida por el artículo 48.cinco de la Ley 66/1997. Con ello 
se trata de simplificar al máximo los trámites de estas percepciones para los grandes 
lesionados, permitiéndoles recibir un anticipo único en lugar de los numerosos pagos, 
fraccionados trimestralmente y limitados al céntuplo del salario mínimo diario inter­
profesional, de la anterior reglamentación. El sistema de pagos trimestrales, aunque 
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simplificado en el procedimiento, se mantiene para los restantes lesionados corpora­
les, mientras dure su incapacidad temporal. 

En su virtud, a propuesta del Ministro del Interior, con la aprobación del Minis­
tro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deli­
beración del Consejo de Ministros en su reunión del día 31 de julio de 1998, 
dispongo: 

Artículo único. 

Se da nueva redacción a los siguientes artículos del Reglamento de Ayudas 
y Resarcimientos a las Víctimas de Delitos de Terrorismo, aprobado por Real Decre­
to 1211/1997, de 18 de julio: 

l. Los párrafos b) y d) del artículo 1.2 quedan redactados de la siguiente forma: 

«b) Daños materiales ocasionados en la vivienda habitual de las personas físi­
cas y gastos de alojamiento provisional mientras se efectúan las obras de reparación.» 

«d) Los causados en vehículos particulares, así como los sufridos por los desti­
nados al transporte terrestre de personas o mercancías, salvo los de titularidad 
pública.» 

2. Se adiciona un nuevo párrafo al artículo 1.3, con la siguiente redacción: 

«d) Ayudas extraordinarias para paliar, con carácter excepcional, situaciones de 
necesidad personal o familiar de las víctimas, no cubiertas o cubiertas o de forma 
notoriamente insuficiente por las ayudas ordinarias.» 

3. El artículo 10 queda redactado de la siguiente forma: 

«Artículo 10. Pagos a cuenta. 

l. El sistema de pagos a cuenta se aplicará únicamente para los supuestos de 
incapacidad temporal y de lesiones invalidantes. 

2. El Ministerio del Interior podrá anticipar hasta 3.000.000 de pesetas, a cuenta 
de la percepción de la ayuda definitiva, en los casos en los que por la gravedad de las 
mutilaciones corporales sufridas a causa del atentado sea razonable presumir una 
posterior declaración de incapacidad laboral permanente total, absoluta o una gran 
invalidez de la víctima. 

En tales casos, a instancia de parte, o de oficio por la Administración cuando el 
afectado se viera imposibilitado para ello, la Subdirección General de Atención al 
Ciudadano y de Asistencia a las Víctimas del Terrorismo del Ministerio del Interior 
instruirá un expediente con carácter de urgencia, en el que, una vez comprobado el 
nexo causal entre las lesiones y el delito terrorista y entre éste y la titularidad del 
derecho al resarcimiento, examinará los informes médicos aportados, a efectos de 
valorar la presumible incapacidad futura de la víctima y propondrá al Secretario gene­
ral técnico del Ministerio del Interior la resolución correspondiente sobre la cantidad 
que deba ser anticipada. Cuando el afectado no estuviera de acuerdo con la cuantía 
fijada en dicha resolución, podrá solicitar el reexamen de la misma en el plazo de 
siete días, contados a partir del siguiente al de la notificación de aquélla. 

3. En los demás supuestos de lesiones invalidantes o de incapacidad temporal, 
las cantidades a cuenta serán equivalentes a las que resulte de multiplicar por 100 el 
salario mínimo interprofesional diario vigente en la fecha en que se produjo la lesión, 
teniendo su abono una periodicidad trimestral. La instrucción y resolución del proce-
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dimiento para su concesión corresponderá a los mismos órganos señalados en el apar­
tado anterior. 

Para dictar la resolución de concesión bastará que en el expediente haya quedado 
acreditada la condición de víctima y la situación de baja médica o incapacidad tem­
poral del beneficiario. El primer pago a cuenta estará supeditado, sin embargo, a la 
presentación del documento que pruebe la permanencia de la situación de baja o 
incapacidad de la víctima durante todo el período trimestral transcurrido. Los sucesi­
vos abonos, también de periodicidad trimestral, se producirán a medida que se acre­
dite la prolongación de la baja, hasta un plazo máximo de dieciocho meses. 

4. Una vez concedida el alta y con informe de los Equipos de Valoración de Inca­
pacidades del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Unidades de Valora­
ción Médica de Incapacidades u organismo equivalente de los servicios sanitarios de 
las Comunidades Autónomas a que hace referencia el artículo 9, o de los Tribunales 
Médicos Calificadores de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguri­
dad del Estado, y, en todo caso, transcurrido el plazo de dieciocho meses previsto en el 
anterior apartado, se tramitará expediente para el pago total del resarcimiento que 
corresponda, del que previamente se descontarán las cantidades abonadas a cuenta.» 

4. El apartado 1 del artículo 25 queda redactado de la forma siguiente: 

«l. En las viviendas habituales de las personas físicas serán objeto de resarci­
miento los daños sufridos en la estructura, instalaciones y mobiliario que resulte 
necesario reponer para que aquéllas recuperen sus condiciones anteriores de habi­
tabilidad, excluyendo los elementos de carácter suntuario (Ley 66/1997, artícu­
lo 48.uno).» 

5. Se adiciona un nuevo artículo 26 bis al Reglamento, con la siguiente redac­
ción: 

«Artículo 26 bis. Alojamiento provisional. 

La Administración General del Estado podrá contribuir a sufragar los gastos que 
origine el alojamiento provisional de aquellas personas que, como consecuencia de 
un atentado terrorista, tengan que abandonar temporalmente su vivienda y mientras 
se efectúan las obras de reparación. A estos efectos, podrá celebrar convenios o acuer­
dos con otras Administraciones públicas o con organizaciones especializadas en el 
auxilio o asistencia a damnificados en situaciones de siniestro o catástrofe (Ley 
66/1997, artículo 48.tres). 

En los convenios o acuerdos mencionados se fijarán el porcentaje de la contribu­
ción de las partes a los gastos de alojamiento y el límite temporal cubierto por estas 
ayudas. 

En defecto de convenio, el Ministerio del Interior podrá conceder una subven­
ción que contribuya a sufragar el alquiler de una vivienda similar a la siniestrada o los 
gastos de hospedaje en un establecimiento hotelero, durante el período de realización 
de las obras de reparación, con un máximo de cobertura de 5.000 pesetas diarias por 
persona y el límite temporal que, dadas las circunstancias, en cada caso autorice la 
Subdirección General de Atención al Ciudadano y Asistencia a Víctimas del Terro­
rismo del Ministerio del Interior. 

Cuando la subvención concedida se dedique al alquiler de una vivienda, ten­
drá una cuantía máxima, en todo caso, de 250.000 pesetas mensuales por unidad 
familiar.» 
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6. El apartado 1 del artículo 28, queda redactado de la siguiente forma: 

«Serán resarcibles los daños causados en vehículos particulares, así como los 
sufridos por los destinados al transporte terrestre de personas o mercancías, salvo los 
de titularidad pública (Ley 66/1997, artículo 48.dos).» 

7. Se adiciona un nuevo capítulo VII al Reglamento, con la siguiente redacción: 

«CAPÍTULO VII 

Ayudas extraordinarias 

Artículo 41. Procedimiento. 

Sin perjuicio de los resarcimientos y ayudas anteriores, el Ministro del Interior 
podrá conceder, excepcionalmente, ayudas extraordinarias para paliar situaciones de 
necesidad personal o familiar de las víctimas, no cubiertas o cubiertas de forma noto­
riamente insuficiente por las ayudas ordinarias (Ley 66/1977, de 30 de diciembre). 

Podrán ser solicitadas por las víctimas, sus familiares o personas con quienes 
convivan, o promovidas de oficio, en caso de urgencia, por la Subdirección General 
de Atención al Ciudadano y de Asistencia a las Víctimas del Terrorismo que, una vez 
determinada la justificación de la necesidad y la cuantía de la asistencia a prestar, ele­
vará al Ministro del Interior, a través de la Secretaría General Técnica, la propuesta de 
concesión de la ayuda extraordinaria.» 

Disposición derogatoria única. 

Quedan derogados el apartado 3 del artículo 11 y el artículo 17 del Reglamento 
de Ayudas y Resarcimientos a las Víctimas de Delitos de Terrorismo, aprobado por 
Real Decreto 1211/1997, de 18 de julio. 

Disposición.final primera. 

Por el Ministerio de Economía y Hacienda se habilitarán los créditos necesarios 
en los Presupuestos Generales del Estado para hacer efectivos los resarcimientos y 
ayudas contemplados en el presente Real Decreto. 

Disposición.final segunda. 

El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado». 

LEY ORGÁNICA 711998, DE 5 DE OCTUBRE, DE MODIFICACIÓN DE LA LEY 
ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL, POR LA 
QUE SE SUPRIMEN LAS PENAS DE PRISIÓN Y MULTA PARA LOS SUPUES­
TOS DE NO CUMPLIMIENTO DEL SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO Y 
PRESTACIÓN SOCIAL SUSTITUTORIA, Y SE REBAJAN LAS PENAS DE 

INHABILITACIÓN PARA DICHOS SUPUESTOS 

(«BOE» núm. 239, de 6 de octubre de 1998) 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El proceso ya iniciado para la plena profesionalización de las Fuerzas Armadas, 
que deberá conllevar la supresión del servicio militar obligatorio, requiere un período 
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transitorio que evite sustituciones traumáticas, construyéndose con bases sólidas que 
impidan la reducción del nivel de operatividad de los Ejércitos, lo que exige ajustar 
gradualmente los efectivos de reemplazo y profesionales, y adecuar la normativa 
actual de las Fuerzas Armadas. 

El cambio de modelo no sólo debe proyectar sus efectos en la normativa especí­
fica de las Fuerzas Armadas, sino también sobre la normativa sancionadora, que no 
debe ser ajena al momento histórico actual. En este sentido, inmersos en un período 
transitorio, se considera conveniente adecuar las penas previstas en el Código Penal 
para sancionar los incumplimientos del deber de prestación del servicio militar y de 
la prestación social sustitutoria a los cambios que se están produciendo. Se considera, 
asimismo, que no puede darse un tratamiento distinto para los supuestos de insumi­
sión al servicio militar respecto a los de la prestación social sustitutoria, dado que en 
ambos existe una evidente «simetría constitucional». 

Para la finalidad anteriormente expuesta debe buscarse un nuevo equilibrio entre 
las infracciones y las sanciones previstas en el Código Penal, para que, por un lado, 
se mantenga el efecto disuasorio implícito en toda Ley y, por otro, la adecuada pro­
porción entre la gravedad de la infracción y su consecuencia. Con este objetivo deben 
mantenerse sanciones que garanticen el cumplimiento del servicio militar y de la 
prestación social sustitutoria, pero suavizando las penas actuales. 

En ninguno de estos supuestos deben existir penas de prisión, dado que éstas son 
siempre en el Derecho Penal la ultima ratio sancionadora, que no queda ahora justificada. 

La regulación del régimen sancionador para estos delitos debe guardar una mayor 
proporción respecto al bien jurídico que se pretende proteger, cumplir mejor con la 
función rehabilitadora que la Constitución asigna al Derecho Penal y no suponer un 
menosprecio para aquellos que optan por el cumplimiento del servicio militar obliga­
torio o de la prestación social sustitutoria. 

Por otra parte, se considera conveniente mantener el régimen sancionador en el 
Código Penal para que sean los Tribunales de Justicia los que juzguen y sancionen 
estas conductas, por las garantías de tutela y defensa de los derechos de los ciudada­
nos que ello supone. 

En consecuencia, la presente Ley Orgánica suprime las penas privativas de liber­
tad y de multa establecidas en el vigente Código Penal para estos incumplimientos, 
pero mantiene las penas privativas de derechos, si bien se moderan rebajándolas a un 
tiempo de cuatro a seis años. 

La Ley Orgánica incluye una primera disposición para modificar el artículo 527 
del Código Penal y una segunda para modificar el artículo 604 del citado Código 
Penal. Se completa con una disposición derogatoria única para suprimir el artícu­
lo 528 del Código Penal y la necesaria disposición final para señalar la entrada en 
vigor. Asimismo, se introducen dos disposiciones transitorias a los efectos de revisar, 
de acuerdo con la nueva normativa, los procesos penales ya iniciados, permitiendo 
también expresamente su carácter retroactivo en cuanto favorezcan a los condenados 
mediante sentencia firme con arreglo a la legislación anterior. 

Artículo l. 

Se modifica el artículo 527 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal, quedando redactado de la siguiente manera: 

«Artículo 527. 

Será castigado con la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público 
por tiempo de cuatro a seis años el objetor reconocido que: 
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1.º Llamado al cumplimiento del servicio que se le asigne, dejare de presen­
tarse sin causa justificada, retrasando su incorporación al mismo por tiempo superior 
a un mes. 

2.º Hallándose incorporado al referido servicio, dejare de asistir al mismo por 
más de veinte días consecutivos o treinta no consecutivos, sin justa causa. 

3.º Incorporado para el cumplimiento de la prestación social sustitutoria, se 
negare de modo explícito o por actos concluyentes a cumplirla. 

La inhabilitación incluirá la incapacidad para desempeñar cualquier empleo o 
cargo al servicio de las Administraciones, entidades o empresas públicas o de sus 
organismos autónomos y, además, la imposibilidad de obtener subvenciones, becas o 
ayudas públicas de cualquier tipo durante el período de condena. 

Una vez cumplida la condena impuesta, el penado quedará exento del cumpli­
miento de la prestación.» 

Artículo 2. 

Se modifica el artículo 604 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal, que tendrá la siguiente redacción: 

«Artículo 604. 

El que, citado legalmente para el cumplimiento del servicio militar, no se presen­
tare sin causa justificada, retrasando su incorporación al mismo por tiempo superior a 
un mes, o, no habiéndose incorporado aún a las Fuerzas Armadas, manifestara explí­
citamente en el expediente su negativa a cumplir el mencionado servicio sin causa 
legal alguna, será castigado con la pena de inhabilitación especial para empleo o 
cargo público por tiempo de cuatro a seis años. 

La inhabilitación incluirá la incapacidad para desempeñar cualquier empleo o 
cargo al servicio de las Administraciones, entidades o empresas públicas o de sus 
organismos autónomos y, además, la imposibilidad de obtener subvenciones, becas o 
ayudas públicas de cualquier tipo durante el período de condena. 

Una vez cumplida la condena impuesta, el penado quedará exento del cumplimiento 
del Servicio Militar, excepto en el supuesto de movilización por causa de guerra.» 

Disposición transitoria primera. 

Los procesos penales iniciados antes de la entrada en vigor de la presente Ley 
continuarán su tramitación con arreglo a la misma. 

Disposición transitoria segunda. 

Los preceptos contenidos en la presente Ley tendrán efectos retroactivos en 
cuanto favorezcan a los condenados mediante sentencia firme con arreglo a la legisla­
ción anterior. 

En las sentencias dictadas conforme a la legislación que se deroga y que no sean 
firmes por estar pendientes de recurso, las partes podrán invocar y el Juez o el Tribu­
nal aplicará de oficio los preceptos de la presente Ley. 

Disposición derogatoria única. 

Queda derogado el artículo 528 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviem­
bre, del Código Penal, y todas aquellas disposiciones de igual o inferior rango que 
sean incompatibles con lo dispuesto en esta Ley. 
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Disposición final única. 

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Ofi­
cial del Estado». 

LEY 3611998, DE 10 DE NOVIEMBRE, DE MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 14, 
APARTADOS PRIMERO Y TERCERO, DE LA LEY DE ENJUICIAMIENTO 

CRIMINAL 

( «BOE» núm. 270, de 11 de noviembre de 1998) 

EXPOSICIÓN DE MITTIVOS 

La disposición final primera del vigente Código Penal modificó, como es sabido, 
el tenor del punto tercero del artículo 14 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Mien­
tras en su versión anterior los Jueces de lo Penal conocían de las causas por delitos 
castigados con pena privativa de libertad no superior a seis años, la citada disposición 
les atribuía «las causas por delitos menos graves». 

Dicha alteración del ámbito competencia! de los Juzgados de lo Penal ha reper­
cutido inevitablemente sobre las Audiencias Provinciales, multiplicando las causas 
sobre las que han de conocer hasta amenazar con un inminente colapso. No es difícil 
prever que puede producirse también una notable repercusión en el número de recur­
sos sobre los que deberá conocer la Sala Segunda del Tribunal Supremo. 

Tan perturbadora situación no ha dejado de ser advertida por el propio Consejo 
General del Poder Judicial, cuando tuvo ocasión de manejar las primeras cifras sobre 
la incidencia práctica de la aludida reforma. Ello le llevó incluso a postular «una 
rápida modificación legislativa que deje sin efecto la reciente reforma del artículo 14 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y restaure el anterior sistema de reparto de atri­
buciones entre los Juzgados de lo Penal y las Audiencias Provinciales». 

No cabe descartar la conveniencia de elaborar una relación de materias que, sin 
centrarse sólo en la gravedad de los delitos o en la cuantía de las penas, determine los 
citados ámbitos competenciales, como ya se ha hecho con los juicios por Jurado y se 
ha propuesto para la jurisdicción contencioso-administrativa. Ello podría, sin 
embargo, llevarse a cabo con mayor rigor y posibilidades de acierto cuando -con 
motivo de una más amplia modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal­
pudiera ya contarse con mayor experiencia y datos estadísticos ilustrativos de la 
repercusión práctica de los diversos tipos penales. 

Resulta, pues, obligado proceder a la citada modificación, estableciendo como 
línea de separación competencial entre los Juzgados de lo Penal y las Audiencias los 
delitos castigados con penas privativas de libertad de cinco años. 

Finalmente, se introduce una modificación en el apartado primero del artículo 14 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal con el fin de adaptar la competencia de los 
órganos jurisdiccionales penales en materia de faltas a la Ley Orgánica 10/1995, de 
23 de noviembre, del Código Penal. 

Artículo único. 

l. El artículo 14, apartado primero, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
queda redactado del siguiente modo: 

«Para el conocimiento y fallo de los juicios de faltas, el Juez de Instrucción. 
Sin embargo, conocerá de los juicios de faltas tipificadas en los artículos 620, 626, 
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630, 631, 632 y 633 del Código Penal el Juez de Paz del lugar en que se hubieren 
cometido.» 

El artículo 14, apartado tercero, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, queda 
redactado del siguiente modo: 

«Para el conocimiento y fallo de las causas por delitos a los que la Ley señale 
pena privativa de libertad de duración no superior a cinco años o pena de multa, cual­
quiera que sea su cuantía, o cualesquiera otras de distinta naturaleza, bien sean úni­
cas, conjuntas o alternativas, siempre que la duración de éstas no exceda de diez años, 
así como por faltas, sean o no incidentales, imputables a los autores de esos delitos o 
a otras personas, cuando la comisión de la falta o su prueba estuviesen relacionadas 
con aquéllos, el Juez de lo Penal de la circunscripción donde el delito fue cometido o 
el Juez Central de lo Penal en el ámbito que le es propio. 

No obstante, en los supuestos de competencia del Juez de lo Penal, si el delito 
fuere de los atribuidos al Tribunal del Jurado, el conocimiento y fallo corresponderá a 
éste.» 

Disposición transitoria única. 

La presente Ley se aplicará a las causas que se encuentren pendientes en el 
momento de su entrada en vigor siempre que, en dicho momento, no se haya dictado 
todavía auto de apertura del juicio oral. 

Disposición final única. 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Bole­
tín Oficial del Estado». 

LEY 38/1998, DE 27 DE NOVIEMBRE, POR LA QUE SE MODIFICA LA COM­
POSICIÓN DE LA COMISIÓN NACIONAL DE AYUDA Y ASISTENCIA A LAS 
VÍCTIMAS DE DELITOS VIOLENTOS Y CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL 

(«BOE» núm. 285, de 28 de noviembre de 1998) 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Comisión Nacional de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violen­
tos y contra la Libertad Sexual es un órgano fundamental en el sistema español de 
protección a las víctimas de los delitos. Creada por el artículo 11 de la Ley 35/1995, 
de 11 de diciembre, de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y con­
tra la Libertad Sexual, es competente para resolver los procedimientos de impugna­
ción de las resoluciones en materia de las ayudas contempladas por dicha Ley. 
Además, la Comisión Nacional es también competente para resolver los procedi­
mientos de impugnación de las resoluciones del Ministerio del Interior en materia de 
resarcimientos a las víctimas de los delitos de terrorismo, de conformidad con el 
artículo 96 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administra­
tivas y del Orden Social. 
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La Comisión Nacional se integra en la Administración General del Estado a tra­
vés del Ministerio de Justicia y ejerce sus funciones con plena autonorrúa y sin some­
timiento a instrucciones jerárquicas. Conforme a su Ley de creación, está presidida 
por un Magistrado del Tribunal Supremo, nombrado a propuesta del Consejo General 
del Poder Judicial. 

El nuevo apartado 3 del artículo 350 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, redac­
tado por la Ley Orgánica 5/1997, de 4 de diciembre, ha introducido una previsión para 
los Magistrados del Tribunal Supremo consistente en que éstos sólo podrán desempe­
ñar fuera del Tribunal Supremo las funciones de Presidente de Tribunales de oposicio­
nes a ingreso en la Carrera Judicial y de miembros de la Junta Electoral Central. 

Esta limitación introducida en el Estatuto de los Magistrados del Tribunal 
Supremo afecta directamente al cargo de Presidente de la precitada Comisión Nacio­
nal. El legislador ha configurado un régimen especial y más riguroso de incompatibi­
lidades para los Magistrados del Tribunal Supremo, régimen que impide a esta 
categoría de Magistrados ejercer la presidencia de la Comisión Nacional de Ayuda y 
Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, dado que 
esta función no está comprendida entre las contempladas por el artículo 350.3 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial como compatibles con el ejercicio de la función 
jurisdiccional. 

Resulta por ello necesario reformar la Ley de Ayudas y Asistencia a las Víctimas 
de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual en lo relativo a la composición de la 
Comisión Nacional, con el fin de que este órgano colegiado continúe siendo presi­
dido por un miembro de la Carrera Judicial, que no tenga ahora condición de Magis­
trado del Tribunal Supremo, ya que el nuevo texto de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial ha hecho inviable la previsión de la Ley 35/1995, norma legal de carácter 
ordinario y anterior a aquélla. 

La necesidad de esta modificación es evidente, ya que afecta a la presidencia de 
un órgano fundamental para garantizar los derechos de las víctimas de los delitos vio­
lentos y contra la libertad sexual, así como los derechos de las víctimas de los delitos 
de terrorismo. 

Artículo único. Modificación de la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de Ayudas y 
Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad 
Sexual. 

El apartado 2 del artículo 11 de la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de Ayudas y 
Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, tendrá la 
siguiente redacción: 

«2. El Gobierno, a propuesta de los Ministros de Justicia, de Econorrúa y 
Hacienda y del Interior, establecerá la composición y el régimen de funcionamiento 
de la Comisión Nacional. Estará presidida por un Magistrado, nombrado a propuesta 
del Consejo General del Poder Judicial, e integrada por representantes de la Adminis­
tración General del Estado y, en su caso, de las organizaciones vinculadas a la asis­
tencia y defensa de las víctimas. En cualquier caso, corresponderá una de sus vocalías 
a un representante del Ministerio Fiscal, nombrado a propuesta del Fiscal General del 
Estado.» 

Disposición final única. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Bole­
tín Oficial del Estado». 
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